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De acuerdo con los hechos anteriormente expuestos, los cuales afectan la óptima 
prestación del servicio público de transporte de pasajeros por carretera, se hace 
necesario citar lo dispuesto en la Ley 105 de 1993, artículo 2º, particularmente 
el principio de seguridad, el cual establece que esta constituye una prioridad 
esencial dentro del Sistema y del Sector Transporte, orientada a proteger la 
integridad de los usuarios. 
 
Conforme a lo anterior, resulta pertinente señalar que el cumplimiento de la 
capacidad máxima de pasajeros autorizada para los vehículos, así como la 
observancia de las condiciones y deberes inherentes a la adecuada prestación 
del servicio, constituyen obligaciones esenciales para garantizar la seguridad de 
los usuarios y de los demás actores viales. 
 
En ese sentido, y de conformidad con las obligaciones que le asisten a la 
empresa, se solicita adoptar los correctivos necesarios para garantizar el 
cumplimiento de la normatividad vigente en materia de tránsito y transporte, en 
especial lo dispuesto en el artículo 131, literal C15, de la Ley 769 de 2002, 
relacionado con el sobrecupo, así como abstenerse de realizar maniobras 
peligrosas durante la prestación del servicio. 
 
En este contexto, se recuerda que el servicio público de transporte de pasajeros 
por carretera debe prestarse en condiciones de seguridad, calidad y 
accesibilidad, siendo responsabilidad de la empresa garantizar que sus 
conductores y vehículos cumplan estrictamente las disposiciones legales y 
reglamentarias aplicables. 
 
Lo anterior, con el propósito de prevenir la ocurrencia de siniestros durante la 
prestación del servicio, salvaguardar la integridad de los usuarios y demás 
actores viales, y evitar la imposición de las sanciones a que haya lugar, sin 
perjuicio de las actuaciones de inspección, vigilancia y control que puedan 
adelantarse con ocasión de los hechos puestos en conocimiento. 

Así mismo, se recuerda la obligación establecida en la Resolución 3600 de 2001, 
según la cual las empresas habilitadas para la prestación del servicio público de 
transporte terrestre automotor de pasajeros por carretera deben fijar sus tarifas 
con base en estudios y estructuras de costos que incorporen las variables 
operacionales, administrativas y financieras inherentes a la prestación del 
servicio. 

Igualmente, las tarifas establecidas, así como cualquier modificación o 
incremento que se pretenda aplicar, deberán ser reportadas previamente a esta 
Superintendencia a través del Aplicativo AD/TARIFAS, antes de su aplicación. 
 



 
 

 
 

 
 

 
 

Finalmente, esta Superintendencia informa que se dará traslado de la presente 
petición a la Dirección de Tránsito y Transporte de la Policía Nacional - DITRA, 
para lo de su competencia, conforme a las funciones establecidas en el Decreto 
113 de 2022. 
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